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RESUMEN  Palabras clave: 

La reciente reforma de la extinción del contrato por declaración de incapacidad permanente 
total, en orden a exigir antes la adopción de ajustes razonables, ha pecado de demasiado escueta 
y generalista en conceptos cruciales. En efecto, no ofrece nada nuevo respecto de qué debe 
entenderse como “ajuste razonable”, y tampoco establece para todos los supuestos un umbral 
nítido que delimite cuándo estas medidas destinadas a salvar el contrato de un incapacitado 
sobrevenido empezarían a ser “carga excesiva”. Ello pone a los operadores jurídicos en 
situaciones de incertidumbre que hubieran resultado fáciles de evitar. También a las empresas 
y a sus servicios de prevención, a los que el referido precepto encomienda la proyección de 
estos menesteres. A falta de toda herramienta normativa, los servicios de prevención están 
extrapolando el procedimiento previsto para los supuestos de riesgo durante el embarazo. Se trata 

extinción del contrato. De otro lado, que el legislador cargue a las empresas con la obligación de 
acometer ajustes razonables también en los supuestos de incapacidad permanente absoluta y gran 
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1. INTRODUCCIÓN

celebrada sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante 
TJUE) por el caso Ca Na Negreta1

automática, y sin derecho a indemnización, el contrato de trabajo de quien es 
declarado incapaz permanente total. Ello en tanto que dicho precepto contravenía 
el art. 5 de la Directiva 2000/78/CE2, interpretado a la luz de los arts. 21 y 26 de 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y de los arts. 2 y 7 
de la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad (en adelante CIDPD). 

de 29 de abril, en materia de extinción del contrato de trabajo por incapacidad 
permanente de las personas trabajadoras, que entró en vigor el 1 de mayo. Entre otros 

anomalía de equiparar la muerte del trabajador a la declaración de gran invalidez 
(en adelante GI), incapacidad permanente total (en adelante IPT) o absoluta (IPA), 

1 De 18 de enero de 2024 (ECLI:EU:C:2024:53).
2 Del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general 

para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación.
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nueva letra n, en la que se reubica la extinción para estos grados de incapacidad 

ha tenido a bien encomendarle el legislador. Así las cosas, las empresas van a tener 
que esforzarse un poco más si lo que quieren es deshacerse de un profesional que 
haya perdido, de forma sobrevenida y con visos de permanencia, su capacidad para 
el trabajo, pues ya no basta la mera resolución administrativa del Instituto Nacional 
de la Seguridad Social (INSS) reconociendo la correspondiente pensión3. Antes de 
eso deben agotarse todas las posibilidades de salvar la relación laboral mediante 

representen a la empresa una carga excesiva o desproporcionada, pues en ese caso 
dejarían de ser razonables y se convertirían en una intromisión desmedida en el 
patrimonio empresarial.

La nueva situación, lejos de cerrar conceptos y proporcionar certezas, deja 
abierta una cascada de interrogantes que se van a intentar responder en las páginas 

legislador siempre va a rebufo cuando se trata de prever todas las situaciones y 
supuestos de hecho que la realidad social puede deparar. Bien es verdad que, en la 
materia que se pretende analizar aquí, este parece haber perseverado adrede en la 
indeterminación de qué debe entenderse por ajustes razonables, de dónde está el 

los plazos a los que sujetarse en este procedimiento. En su descargo cabe decir que 
“la discapacidad es un concepto que evoluciona”4, y que décadas de abstracción 
normativa por parte de los organismos supranacionales han podido hacer mella.

A propósito del concepto de discapacidad, no hay que perder de vista que la 

construidos sobre un modelo liberal de raíz kantiana, que tradicionalmente ponía 

liberal fue cimentada sobre la idea de que el ser humano se mueve como una mónada 
que no precisa de los demás, y ello llevó a una concepción de “normalidad” que 
sirvió para organizar las sociedades, inspirar el contenido de sus normas y expulsar 
a los márgenes a todos aquellos que no encajaran con el canon5. 

colectivos que tuvieran necesidades diferentes, respecto de las reveladas conforme 

3 Para Miranda Boto (2025, 654-655), esto supone un cambio de mentalidad de enorme 

adaptación. El autor incluso se pregunta si se está ante un Derecho del Trabajo más empático.
4 Apartado 3 de la STJUE de 18 de enero de 2024 (caso Ca Na Negreta).
5 Rey Pérez (2017, 2512).
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vuelco a la teoría liberal clásica de los derechos, al no centrarse en un grupo extenso 
de sujetos homogéneos sino en la persona y sus determinadas circunstancias 
sociales, en sus necesidades concretas, para ofrecer una respuesta de los poderes 
públicos que garantice dignidad. La construcción y dispensación de los derechos 
ahora atiende a la diversidad y a las peculiaridades con las que cada uno vive 
conforme a las circunstancias que le hayan tocado. Se ha consolidado, pues, la 
idea de que una sociedad es justa en la medida en que atienda las necesidades de 
cada uno sin imponer modelos homogéneos que causen sufrimiento a quienes se 
ven forzados a adaptarse al modelo o, peor, marginen a los que no sean capaces de 
hacerlo.

Este cambio de paradigma ha alcanzado también al concepto de 
discapacidad6, que desde la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental 
(1971) y la Declaración de los Derechos de los Impedidos (1975) hasta la vigente 
CIDPD (2006) ha experimentado una metamorfosis que constituye un hito 
legislativo a nivel mundial7. En este lapso de tiempo se pasó progresivamente del 
llamado modelo médico al modelo social de la discapacidad. Para el primero, la 

la experiencia vital de quien la padecía. La discapacidad se achacaba al individuo 
y era entendida como una desviación de la norma biológica. Desde este prisma, 

personas con discapacidad en la propia limitación física o mental. El modelo social 
de discapacidad, por contra, vino para romper la equivalencia entre limitaciones e 

se enfrentan las personas discapacitadas no residen en sus mermas funcionales, 
sino en la interacción entre estas y el medio en el que desarrollan sus vidas. Dicho 
de otra manera: la discapacidad no es una condición propia de la persona sino una 
construcción social. En lugar de poner el acento en las limitaciones anatómicas 
o intelectuales de la persona, el modelo social se enfoca en que es el entorno 
normalizado el que genera los problemas de participación de los individuos a los 
que debería haber sabido involucrar, pues la discapacidad no es una desviación de 
la norma sino una expresión más de la diversidad humana8. 

6 Sobre la evolución del concepto de discapacidad, puede leerse a Olmos Parés (2024, 175-
180).

7 

internacional de protección de derechos humanos. En diciembre de 2007 ya eran 120 los Estados 

8 Pérez Dalmeda y Chhabra (2019, 7-27).
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Así pues, el modelo médico partía de una premisa perversa: el discapacitado 
era una persona  del estándar de normalidad, y a quien no se pudiera 
adaptar se le paliaba la ausencia de rentas mediante prestaciones económicas. Para 
el modelo social, en cambio, que una persona con, por ejemplo, movilidad reducida 
no acceda al empleo no deriva tan sólo de que no pueda caminar, sino del hecho de 
que los lugares de trabajo no sean accesibles para las personas en silla de ruedas. 
Por ello, el nuevo modelo no llama a habilitar al individuo sino a rehabilitar a una 
sociedad confeccionada para las mayorías. Y en este sentido apunta la CIDPD 
cuando en su art. 27 garantiza a las personas con discapacidad el derecho a trabajar 
en igualdad de condiciones respecto de los demás, lo cual implica la oportunidad 

abierto, inclusivo y accesible.
Por su parte, la Directiva 2000/78 ya establecía un marco general para 

luchar contra la discriminación por distintos motivos, entre ellos la discapacidad, 
e introducía el que habría de ser el más importante caballo de batalla en estos 
menesteres: los ajustes razonables9. Y la Carta de los Derechos Fundamentales 

inviolable (art. 1) y prohíbe toda discriminación, particularmente la ejercida por 
causa de discapacidad (art. 21).

de esperarse a la Ley 26/201110

Gobierno la elaboración de un texto refundido que armonizara las normas recién 
referidas. El RD Legislativo 1/201311 aparece con este propósito, y posteriormente 
la Ley 15/202212 considera discriminación directa la no aplicación de ajustes 
razonables para las personas con discapacidad (art. 6.1.a). Con todo, ha tenido que 
intervenir el TJUE, con la sentencia del caso Ca Na Negreta, para que el legislador 

9 Art. 5: “
con las personas con discapacidad (…) los empresarios tomarán las medidas adecuadas, en función 
de las necesidades de cada situación concreta, para permitir a las personas con discapacidades 
acceder al empleo, tomar parte en el mismo o progresar profesionalmente, o para que se les ofrezca 
formación, salvo que esas medidas supongan una carga excesiva para el empresario”.

10 De 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad. 

11 De 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de 
Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social (en adelante LGDPD). En 
su art. 4.1 recoge una transcripción casi literal del concepto de discapacidad de la CIDPD: “Son 

sensoriales, previsiblemente permanentes que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir 
su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás”. En el 
punto 2 del mismo art. 4 se considera personas con discapacidad a las que tengan reconocida una 
pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez. No cabe duda, 
por tanto, de que un trabajador afecto de IPT debe ser tratado como discapacitado a los efectos aquí 
analizados. 

12 De 12 de julio, integral para la igualdad de trato y no discriminación.
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nacional restaure un precepto que había quedado obsoleto13

difusa qué es y qué deja de ser un ajuste razonable, qué procedimiento hay que 
seguir y quién debe sacarlo adelante.

Por esencial que pueda parecer llenar de contenido el término “ajustes 
razonables”, sigue sin proporcionarse un catálogo o enumeración de acciones 
a ejercitar para intentar mantener en el empleo a personas que hayan perdido la 

de la discapacidad en cuestión, como por ejemplo adaptar “las instalaciones, 
equipamientos, pautas de trabajo, asignación de funciones o provisión de medios 

las que se podrían practicar para la consecución del objetivo14

que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en 

la accesibilidad y garantizarles el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con 
los demás, de todos los derechos.

Por ello se esperaba que, aprovechando la coyuntura traída por la sentencia Ca 
Na Negreta, el legislador aprovechara para proporcionar un inventario de acciones 
susceptibles de considerarse ajuste razonable, un listón o umbral cuantitativo que 
marcara nítidamente qué deja de ser razonable para convertirse en excesivo y, 
tal vez, un desarrollo reglamentario en aras de evitar la litigiosidad que pudiera 
derivarse de este procedimiento15.

13 

el primer Estatuto de los Trabajadores, por Ley 8/1980. En aquel momento, parece que sólo se 

la actividad a la que se había comprometido en contrato, y no el interés o protección de este último 
para preservar su derecho a la igualdad y no discriminación. 

14 En la misma línea, ya en 1983, la Recomendación nº 168 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas, indicaba 
que habían de adoptarse “medidas apropiadas” para generar oportunidades de empleo, e incluso 
incentivos económicos, con el propósito de animar a las empresas a proporcionar formación 
continua a las personas con discapacidad, así como a adecuar, dentro de límites razonables, los 
lugares de trabajo, la estructuración de las tareas, las herramientas, la maquinaria y la organización 
del trabajo. También habla del deber de eliminar gradualmente las barreras y obstáculos de orden 
físico o arquitectónico, o relativos a la comunicación que afectan al transporte, al acceso y al libre 
movimiento en los locales. 

La primera ley que prohibió la discriminación por discapacidad fue la norteamericana 
, de 1973, que puso el embrión para que posteriormente se estableciera la 

obligación de realizar ajustes razonables ( ).
15 En el mismo sentido se pronuncia González Martínez (2022, 189) sobre la necesidad de 

aclarar este concepto mediante desarrollo reglamentario, con el propósito de evitar situaciones 
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Así las cosas, no cabe otra que acudir al diccionario de la RAE para 
consultar qué entiende esta por razonable. En su primera acepción ofrece como 

“proporcionado o no exagerado”. Y ambas acepciones parecen válidas para con 
la cuestión aquí analizada: determinar en cada caso qué ajuste debe exigirse al 

todavía en el texto de la nueva letra n del art. 49.1 ET, ya se podrían esbozar cuatro 
requisitos para que una medida sea considerada ajuste razonable:

1. Adecuada: Se habrían de realizar adecuaciones que no supusieran cambios 
esenciales o estructurales en el organigrama, en orden a eliminar o suavizar 

2.  Necesaria: Debe resultar imprescindible para garantizar la igualdad de 
trato. No se estaría ante una concesión para con la persona discapacitada o 
enferma, sino ante un instrumento encaminado a proporcionar la igualdad 
de oportunidades y ausencia de discriminación que la normativa europea 
propugna.

3. No desproporcionada: La adaptación tiene que ser viable económicamente y 

manera: el coste del ajuste no debe rebasar la barrera de la proporcionalidad, 

estructura productiva o cree un puesto ad hoc para que sea ocupado por el 
incapacitado sobrevenido.

a las tareas concretas que sí pueda realizar. Ello sin perder de vista que lo 
razonable para uno puede no serlo para otro.

Antes de entrar a analizar con mayor profundidad el objeto de estudio, se 
quiere aportar el dato de que la tasa de actividad de las personas discapacitadas se 

se observa una mayor incidencia del desempleo en la población discapacitada más 
16. Datos estos que resaltan 

la importancia de estimular al colectivo, ya no por una cuestión moral para las 

discriminatorias y litigios. También, aunque con menos contundencia, Rodríguez San de Galdeano 

se limita a “dar algunas pautas genéricas para determinar cuándo una carga es desproporcionada”. 
Más recientemente, Pinto Arranz (2025, 4) y Esteban Legarreta (2025) consideran que la reforma 

órganos jurisdiccionales, y que se apoya en conceptos demasiado genéricos para determinar si la 
carga que los ajustes razonables generan va a resultar excesiva o desproporcionada.

16 INE: “Estadísticas de discapacidad en el mercado laboral”, 2024. Disponible en: https://
www.ine.es/dyngs/Prensa/EDML20242023.htm.
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sociedades modernas, sino para aprovechar la diversidad humana como una fuente 
de riqueza más y en aras de potenciar la economía nacional.

2. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN 
EUROPEA CA NA NEGRETA COMO PUNTO DE INFLEXIÓN

En el caso concreto que desencadenó la acción legislativa objeto de estas 

para una empresa de reciclaje. El profesional sufrió un accidente que le causó 
fractura abierta del calcáreo del pie derecho en diciembre de 2016, a consecuencia 
del cual quedó en situación de incapacidad temporal. Transcurridos los dieciocho 
meses del período de este subsidio, el INSS le denegó la IPT sí reconociéndole 
el derecho a percibir una indemnización por lesión permanente no incapacitante. 
Dada esta situación, el empresario reubicó al conductor en otro puesto compatible 
con las secuelas físicas causadas por el siniestro laboral, concretamente en la 
sección de puntos de recogida móviles, que sólo requería alrededor de cuarenta 
minutos de conducción al día.

El trabajador impugnó la resolución denegatoria del INSS y estuvo 

que tardó en reconocérsele la condición de IPT para su profesión habitual. Es en 
este momento cuando la mercantil resolvió su contrato invocando el art. 49.1.e ET 
(vigente entonces), y el profesional reaccionó impugnando la decisión extintiva. 
El juez de instancia desestimó la demanda, al considerar que el referido precepto 
habilitaba a la empresa para resolver la relación laboral sin existir la obligación de 
mantener al trabajador en el puesto que venía ocupando desde el accidente. 

El conductor interpuso recurso de suplicación ante el Tribunal Superior 
de Justicia (TSJ) de Baleares, y este órgano decidió plantear dos cuestiones 
prejudiciales ante el TJUE. A saber: primera, si la extinción automática del contrato 

es necesario antes de la extinción contractual acreditar la adopción de ajustes 
razonables o demostrar, en su caso, que estos representarían una carga excesiva 
para la empresa.

La respuesta del TJUE fue la esperada17

2000/78, interpretado a la luz de los preceptos referidos en la introducción de 
este estudio, había de entenderse en el sentido de que se opone a una normativa 
nacional que habilite al empleador a poner término a un contrato por encontrarse el 

17 Pues tal conclusión ya se derivaba del propio juego de los arts. 25 LPRL y 40.2 LGDPD, 

marzo de 2021, en orden a considerar discriminatoria la no realización de ajustes razonables antes 
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profesional en situación de IPT sobrevenida. Ello sin intentar antes acometer ajustes 
razonables que pudieran salvar la relación, ni demostrar que estos acarrearían una 
carga excesiva o desproporcionada.

A propósito de lo anterior, y para distinguir si las medidas a implementar 

como la existencia de ayudas públicas que vengan a paliar tal coste. Además hay 
que precisar que sólo procede reubicar a la persona con discapacidad en otro puesto 
cuando haya una vacante disponible que este pueda ocupar por disponer de las 
competencias, capacidades y disponibilidad requeridas. 

a las exigencias comunitarias, plasmadas mediante la Ley 2/2025. Esta norma, 

48.2 ET para mantener el contrato de trabajo en suspenso “durante el tiempo en que 
se resuelven los ajustes razonables o el cambio a un puesto vacante o disponible”. 

canalizar las impugnaciones derivadas del cese por declaración de una incapacidad 
permanente mediante el proceso de extinción por causas objetivas. Y en las páginas 
siguientes se van a intentar analizar las distintas encrucijadas que se le abren al 
empleador tras la incapacidad sobrevenida a alguno de sus trabajadores, y cómo 
vienen aterrizando los servicios de prevención de riesgos laborales esta obligación 
de acometer ajustes razonables en la práctica.

3.  SALVAR LA RELACIÓN LABORAL ES COMPATIBLE CON EL 
PERCIBO DE UNA PENSIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE 
TOTAL

El art. 174.5 LGSS establece que la pensión de incapacidad permanente se 

otro que resulte incompatible con la percepción de la pensión que corresponda”. 

aptas, mediante reconocimiento médico, para continuar ocupando su puesto de trabajo. 

discriminatoria pese a que la persona con discapacidad, concretamente afectada de síndrome de 
Asperger, lo sea en un porcentaje inferior al 33 %. Ello por cuanto, según establece la Convención 
de la ONU ya referida, la condición de persona con discapacidad incluye a quienes presentan 

independencia del grado administrativo reconocido. Por tanto, la suspensión de empleo y sueldo 

cuenta de que se denegaron los ajustes razonables que hubieran permitido a la persona trabajadora 

De la misma opinión, entre otros, Rivas Vallejo (2024, 1).
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De otro lado, el art. 198.1 LGSS dispone que, en los supuestos de IPT, la pensión 
correspondiente sólo es compatible “con el salario que pueda percibir el trabajador 
en la misma empresa o en otra distinta, siempre y cuando las funciones no coincidan 
con aquellas que dieron lugar a la incapacidad permanente total”.

Tomando estos preceptos como punto de partida, si la persona trabajadora 

incompatibilidad para con el motivo por el que se le declaró IPT. En otras palabras: 
no se puede percibir una pensión de IPT para la profesión habitual si se sigue 

y si con posterioridad el contrato de trabajo se extinguiera podría reanudarse el 
abono de la pensión. Ello salvo que el profesional hubiera causado durante ese 

por el art. 272.e LGSS.

No obstante, si el profesional hubiera sido reubicado en otro puesto diferente 

IPT a la par que percibe los salarios derivados de sus nuevas tareas. Ello siempre que 
estas resulten compatibles con su estado de salud y sean netamente diferenciables 
de la profesión para la que se le declaró incapacitado. Con todo, es evidente que 

18. Efectivamente, el segundo párrafo 
del art. 198.1 LGSS prevé la incompatibilidad entre cobrar el complemento que 

más, el art. 64 del Decreto 1646/197219 establece que dicho incremento queda 

La IPT, en lo atinente a la conservación del empleo, ha tenido un efecto 
ambivalente y contradictorio20. De un lado, siempre ha tenido la vocación de 
proteger al trabajador que ve mermada o perdida su capacidad para ejercer la que 

perjuicio de los trabajadores que, a pesar de ello, quisieran y pudieran seguir en sus 
puestos con alguna adaptación a sus nuevas capacidades.

Cuestión también compleja, o más bien desatinada, es mantener en la letra 
n del art. 49.1 ET la IPA y la GI como causa de extinción, ajustes razonables 
mediante. Máxime cuando la STS 544/2024, de 11 de abril de 2024, entendió que 

18 Del 20 % sobre la base reguladora.
19 De 23 de junio, para la aplicación de la Ley 24/1972, de 21 de junio, en materia de 

prestaciones del Régimen General de la Seguridad Social.
20 Garnica Corbacho (2025, 402).
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grados de incapacidad permanente son aquellas “de tipo marginal e intrascendente, 

IPA y de la GI en el precepto es casi una contradicción en sí misma, pues se da 
a entender que la empresa debe acometer los referidos ajustes razonables antes 
de extinguir una relación laboral que, desde el momento en que se produce la 
declaración de estos grados de incapacidad, a todas luces no puede continuar, 

adaptaciones y/o reubicaciones, la continuidad de los trabajos sería incompatible 
con el mantenimiento de la consideración de IPA o GI21. Y esta es la única lectura 
que puede desprenderse del criterio de gestión 11/2024, emitido por la STS 

21 López Cumbre (2025, 1) considera que el precepto sólo es aplicable a la IPT, puesto que 
la IPA y la GI son incompatibles con cualquier trabajo que requiera alta en la Seguridad Social, de 

contradictorio que, frente a la propia declaración de IPT por parte del INSS, el servicio de prevención 
pudiese proponer la continuidad del trabajador en su puesto. En el mismo sentido Mella Fernández 
(2024, 18) y Cavas Martínez (2025, 8) opinan que no cabe exigir a la empresa que realice ajustes 
razonables para mantener al trabajador afectado de IPA o GI. En el mismo sentido, Pérez Anaya 
(2024, 182) considera que sólo es posible la reubicación en supuestos de IPT.

Para Pinto Arranz (2025, 5) exigir de los empleadores la observancia de ajustes razonables 
respecto de personas que no se hallen normativamente aptas para el ejercicio de trabajo alguno, 
debería entenderse como una carga excesiva en los mismos términos de la Directiva 2000/78. 
Esta imposibilidad sobrevenida de cumplir con las obligaciones contractuales debería suponer 
la extinción directa del contrato, por cuanto “el mantenimiento de la capacidad laboral inicial 
es un componente esencial de la relación”. El autor expone, a favor de esta tesis, los siguientes 
argumentos:

- El art. 5 Directiva 2000/78 no tiene alcance ilimitado y permite excepciones que van más 

- Ante una incapacidad laboral para toda profesión, la implementación de medidas de ajuste 

alguna en la práctica. Y a reforzar esto viene también el hecho de que el considerando 17 Directiva 
2000/78 no obligue a “contratar, ascender, mantener en un puesto de trabajo o facilitar formación 

fundamentales del puesto de que se trate”.
- El apartado 50 de la STJUE de 18 de enero 2024 (caso Ca Na Negreta), al valorar si 

discapacidad, ubica al mismo nivel las situaciones de fallecimiento de un trabajador y las de IPA, y 
las contrapone a la de IPT. De ahí que, si la muerte del trabajador continúa eximiendo a la empresa 
de proyectar ajustes razonables, ¿por qué habría de concurrir la exigencia prevista en el art. 5 antes 

para realizar ajustes razonables, conforme al art. 5 Directiva 2000/78, no están dirigidas a todos los 
trabajadores con discapacidad, sino únicamente a aquellos en cuyo favor puedan realizarse medidas 
razonables, y no todo tipo de discapacidad permite realizarlas.

En suma, para Pinto Arranz los ajustes razonables en las situaciones de IPA o GI podrían 

afectadas, lo que entraría en contradicción con el sentido de la Directiva 2000/78, manifestado en 
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544/2024, por cuanto establece que la percepción de la IPA será incompatible con 
la realización de aquel trabajo o actividad que dé lugar a la inclusión en un régimen 
del sistema de la Seguridad Social. A tal efecto se suspendería el pago de la pensión 

con la que se fundamentase la suspensión sobre la doctrina de la referida sentencia, 

El único sentido que se le encuentra a mantener la IPA y la GI en la misma 
letra n del art. 49.1 ET, y equiparadas a estos efectos con la IPT, es que el legislador 
quisiera, con el mismo esfuerzo redactor, evitar que a corto o medio plazo hubiera de 

comunitaria ante futuribles resoluciones del TJUE que vinieran a blindar el derecho 
de estas personas discapacitadas a apurar sus opciones de continuar empleadas22.

Al margen de esto, y volviendo a los supuestos de IPT, que el trabajador 
sea capaz de seguir realizando sus labores no representa una causa automática 
de revisión del grado de incapacidad reconocido, pues esta continuidad mediante 
ajustes no equivale por sí misma a una mejoría determinante de recuperación de la 
capacidad originaria para el trabajo. Además, hay que tener presente que los ajustes 

los estados de salud evolucionan, y la persona trabajadora puede acabar perdiendo 
su empleo por otros motivos sin que ello cambie su situación incapacitante y, por 

Con todo, se ha cuestionado si la nueva regulación de la Ley 2/2025, que 
podría obligar a una persona a elegir entre trabajar o recibir la pensión reconocida, 
es respetuosa con la doctrina del TJUE. Ello en tanto que el apartado 50 de la 
STJUE de 18 de enero de enero de 2024 dispone que una normativa nacional 

discapacidad “está obligado a soportar el riesgo de perder su empleo para poder 
disfrutar de una prestación de seguridad social, menoscaba el efecto útil del art. 5 
de la Directiva 2000/78, interpretado a la luz del art. 27.1 CIDPD, según el cual se 
debe salvaguardar y promover el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las 
personas que adquieran una discapacidad durante el empleo”.

4. EL PROCEDIMIENTO DERIVADO DEL ART. 49.1.n ET

En efecto, aunque la STJUE Ca Na Negreta se pronuncia sobre un supuesto 
de IPT, el procedimiento para solicitar ajustes razonables contenido en el art. 
49.1.n ET parece haberse extendido a los grados de IPA y GI. Con todo, las 
siguientes páginas se van a abordar haciendo cuentas de que los ajustes razonables 

22 Pérez Anaya (2024, 188).
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son proyectables en escenarios en los que la persona trabajadora aún conserva 
cierta capacidad laboral. En otras palabras: se parte de la base de que sólo en los 

sus nuevas capacidades, tendría sentido estudiar la viabilidad de implementar 
ajustes razonables. 

pueda recurrir a la solución del despido por causas objetivas. Ahora bien, no puede 
entenderse otra cosa del tenor conjunto de los arts. 15.1.d y 25.1 LPRL y del art. 
40 LGDPD. 

4.1.  Su carácter voluntario respecto de la persona trabajadora

El procedimiento descrito por el art. 49.1.n ET se activa mediante voluntad 
recomendablemente escrita

incapacidad permanente. Ello en previsión que contrasta con lo establecido por el 
art. 40.2 LGDPD, en tanto que este conforma la adaptación o el cambio de puesto 
de trabajo como una obligación automática para la empleadora. También con la 
posición de la STC nº 51/202123, respecto de que dicho deber de acometer ajustes 
razonables “no se limita únicamente a los supuestos en que estos se solicitan, 
expresa y formalmente, por el afectado”. 

En cualquier caso, el legislador se ha decantado por acudir al principio de 
voluntariedad y así interpelar al incapacitado respecto de su disposición para 
trabajar. La declaración de incapacidad permanente continúa concebida como 
causa de extinción, y queda en manos del trabajador la petición de continuar 
siéndolo mediante solicitud expresa de estudiar un posible ajuste. Y del mismo 

adaptaciones o reubicaciones ofrecidas por la empresa. De esta manera, el contrato 
se extingue por declaración de incapacidad permanente si:

1. La persona trabajadora no solicita en el plazo previsto el estudio de la 
viabilidad de acometer ajustes razonables.

2. No pueden realizarse adaptaciones en el propio puesto ni reubicaciones en 
otro compatible con las nuevas capacidades del trabajador, sin exceder la 
barrera de lo considerado como carga excesiva o desproporcionada.

3. No existe un puesto de trabajo vacante y disponible que el incapaz 

ajuste y este no las acepta.

23 De 15 de marzo de 2021 (ECLI:ES:TC:2021:51).



90

TEMAS LABORALES núm.182/2026. Págs. 77-108

90 Rubén López Fernández

Volviendo al inicio del procedimiento, resulta evidente que la norma requiere 
un paso al frente del trabajador que desactive el potencial efecto extintivo de la 
declaración de incapacidad permanente. Si por el contrario este guarda silencio, 
o no solicita por escrito las medidas de ajuste en el plazo previsto de 10 días 
naturales a contar desde la declaración de incapacidad permanente, la empresa 
podría resolver el contrato con fecha de efectos desde dicha declaración. Ello, por 
supuesto, con la correspondiente baja en el sistema de Seguridad Social y sin que 
haya obligación empresarial de indemnizar24.

Así pues, reconocida la situación de incapacidad permanente por parte del 
INSS, el trabajador tiene un plazo de diez días naturales desde la fecha en que se 

continuar con la relación contractual. No obstante, algunos autores han sostenido 

que tenga lugar y se haga saber, dentro de los tres meses que tiene el empresario 
para estudiar las posibles medidas de ajuste25.

De otro lado, el empresario tiene los referidos tres meses de plazo, a contar 

que adapten el propio puesto o habiliten otro compatible con el estado de salud 
del incapacitado, o para acreditar que todas las vías de adecuación exploradas le 
representaban una carga excesiva. Se trata de un período máximo que, por tanto, no 
es necesario agotar26. Y el hecho de que comience con la fecha de declaración de 
incapacidad permanente, y no con la de solicitud escrita de la persona trabajadora, 
evidencia que el propio legislador ha titubeado a la hora de ligar las actuaciones 
de ajuste al principio de voluntariedad o automatizarlas al suceso incapacitante27. 
Huelga decir que durante este lapso de tiempo el contrato de trabajado queda en 
situación de suspensión, en aplicación del art. 48.2 ET.

24 Para Garnica Corbacho (2025, 409-410) esto es un hecho que emana de la propia 
característica de voluntariedad inherente a las relaciones laborales, igual que ocurre con el empleado 

debe consentir y admitir expresamente su deseo de continuar con la relación. 

Sobre el tema puede leerse a Callau Dalmau (2018, 188-212).
25 Sin ánimo de exhaustividad, Aragón Gómez (2025, 160) o Beltrán de Heredia Ruiz (2025).
26 En el caso de que la persona trabajadora rechazara las medidas de ajuste ofrecidas por 

la empresa no nacería otro plazo de tres meses para resolver la relación contractual, como parece 
expresar la norma cuando dice que “la empresa dispondrá del mismo plazo para proceder a la 
extinción del contrato”. Ni esa interpretación tendría sentido ni es la intención del legislador, por 
tres motivos: primero porque no quedaría claro cuál es el 

menesteres estaría acarreando un coste público (López Cumbre, 2025, 4).
27 En similares términos, Gómez Esteban (2025, 10).
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A este punto cabe anticipar que el art. 49.1.n ET otorga a los servicios de 
prevención de riesgos laborales un rol trascendental. Ello en tanto que deben 
determinar “el alcance y las características de las medidas de ajuste, incluidas 
las relativas a la formación, información y vigilancia de la salud de la persona 

situación de salud. Solución esta que contrasta con la función técnica y auxiliar 
que tienen encomendada los servicios de prevención conforme al art. 14 LPRL28. 

 del empresario mientras que al servicio 
de prevención le corresponde proponer o asesorarle respecto de las alternativas 

y se antoja que tal vez hubiera sido más lógica una redacción que atribuyera esa 
obligación de determinar al empresario, previo informe del servicio de prevención.

Terminado el procedimiento, el contrato se reanudará o se extinguirá. Se 

en sus nuevas condiciones, si ninguna de las alternativas de ajuste proyectadas se 
mantiene por debajo de umbral de la carga excesiva, o si la persona trabajadora no 
acepta ninguna de las opciones que han resultado viables. Sin embargo, no existen 
impedimentos para que las partes acuerden prolongar la situación suspensiva en 
espera de que se produzca la vacante adecuada, de que la persona trabajadora 
experimente una mejoría o de que la evolución de la técnica permita o abarate la 
reubicación.

Encontrada una o varias medidas de ajuste razonable que pudieran adecuarse 

dispone este para aceptar o rechazar alguna de aquellas. Ante esta imprevisión, 
desde aquí se comparte la opinión de ciertos autores que sugieren aplicar por 
analogía el plazo de diez días naturales que tiene la persona trabajadora para activar 
este mismo procedimiento29.

En otro orden de cosas, cabría preguntarse qué ingresos tiene la persona 
trabajadora mientras se realizan estas actuaciones. En el proyecto de Ley se 

permanente se suspenderá en caso de mantenerse la relación laboral en el “mismo 
puesto de trabajo con adaptaciones u otro que resulte incompatible con la percepción 
de la pensión que corresponda, de acuerdo con el artículo 198”. Lo que sí se sabe es 

28 García Rodríguez (2025) y Aragón Gómez (2025, 160).
29 Cavas Martínez (2025, 10) y Aragón Gómez (2025, 160-161).
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que mientras se resuelven los ajustes el contrato es lo que está suspenso, por tanto el 
trabajador no percibe salarios, y ante el silencio del legislador a este respecto sólo 
se puede sobrentender que será la pensión de incapacidad permanente lo que se 

y no se puede suspender lo que todavía no ha comenzado30.

Y por último procede subrayar que, conforme a la reciente STS 1248/2025, 
de 11 de diciembre de 202531, en los supuestos de declaración de incapacidad 
permanente en los que el estado de salud de la persona trabajadora va a ser objeto 
de revisión por mejoría que permitiría su reincorporación al puesto, la empresa 
estaría obligada igualmente a conceder una reubicación, de ser solicitada. Ello a 
pesar de que el art. 48.2 ET establezca que el contrato queda suspendido por un 

32. 

4.3. El procedimiento establece una obligación escalonada

Otra de las interrogantes que plantea este nuevo precepto es si se está ante un 

resultar rechazados por el incapacitado permanente, intentar la reubicación en otro 

vías simultáneamente e incluso ofrecer una reubicación directamente por resultarle 
más económica33. En el caso de interpretar que es dable la segunda opción surgen 
otras dos cuestiones: ¿El profesional podría rechazar la apriorística reubicación y 
exigir que se proyecten los ajustes razonables en el propio puesto? ¿Este rechazo 
habilitaría a la empresa para resolver la relación laboral?

30 Redacción esta, la del art. 174.5 LGSS, que tiene carácter transitorio, en tanto que la 

una nueva regulación sobre la compatibilidad del trabajo con la percepción de las prestaciones 
económicas de incapacidad permanente.

31 ECLI:ES:TS:2025:5910.
32 

doctrina interpuesto por el IMSERSO frente a una trabajadora declarada en situación de IPA, 

se la reubique en un puesto de trabajo adaptado y compatible con su estado, incluso cuando su 

desestima el recurso del IMSERSO por considerar que el convenio aplicable no distingue entre 

manera se asienta que la Administración debe proceder a la novación del contrato y facilitar así un 
destino compatible con las limitaciones funcionales de la persona trabajadora.

33  Varios son los autores que expresan sus dudas a este respecto, como Alegre Nueno (2025, 

trabajador debe disponer de ambas opciones alternativamente. Para Olmos Parés (2025, 186) los 
ajustes razonables caben ante la declaración de una IPT y, por ello, no deberán ir encaminados tanto 
a seguir en el propio puesto, lo cual parece contradictorio con la misma declaración de incapacidad, 
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Intentando responder a todas estas incógnitas, es preciso empezar diciendo 
que el empresario tiene la obligación de poner encima de la mesa todas las 

no le representen una carga excesiva y se adapten a las nuevas condiciones y 
capacidades de la persona trabajadora, con independencia de cuáles le cuesten más 
o menos dinero. Y, de entre todas ellas, será la persona trabajadora quien elija, si 
es que hay algo que elegir34. Lo normal será que se decante por alguna opción de 
reubicación, lo cual le permitiría continuar con el percibo de la pensión de IPT, 

una minoración salarial. En efecto, estos menesteres no se rigen por las reglas de 

obedecer las novaciones derivadas de ajustes razonables a un interés empresarial. 
No hay, por tanto, obligación de mantener la retribución de las tareas de superior 
categoría, ni de pagar complementos salariales vinculados a actividades que no se 

ya no existan (por peligrosidad o nocturnidad).

Otra cosa será determinar si la forma de proceder debe ser escalonada o 
simultánea, que asentado lo anterior se puede convenir en que es una cuestión 
secundaria. Desde aquí se opina que el legislador ha querido establecer una 
relación jerarquizada entre los ajustes encaminados a adaptar el puesto originario 
del incapaz permanente, que habrán de abordarse con carácter prioritario, y los 
encaminados a ofrecer alternativas de reubicación viables. Atendiendo al orden 
en que son referidas estas opciones, se antoja que la norma dispone una secuencia 
de prelación entre ellas, al estilo de lo previsto para con las situaciones de riesgo 
durante el embarazo y la lactancia natural (art. 26 LPRL). Siendo así, se puede 
deducir que las medidas de ajuste razonable deben proyectarse de menor a mayor 
intensidad, esto es, explorando primero las posibilidades en el mismo grupo 
profesional para, agotadas estas, proceder a explorar en otros grupos o categorías.

opción de adaptación puede pasarse a estudiar la posibilidad de reubicar. De la misma opinión son 
Pérez Anaya (2024, 183-184) y Alegre Nueno (2025, 4).

34 En esta línea se expresa la Observación General nº 8/2022, sobre el derecho de las personas 
con discapacidad al trabajo y al empleo, aprobada por el Comité de la ONU en su 27º período 
de sesiones. Concretamente en la letra J de su apartado II se expresa que cuando “una persona 
o un empleador detecten una barrera para la plena inclusión de una persona con discapacidad, 
el empleador deberá adoptar las siguientes medidas, ya que, de lo contrario, incurriría en una 
denegación de ajustes razonables:

a) El empleador colabora con la persona para encontrar posibles soluciones que permitan 
eliminar o evitar esa barrera, teniendo en cuenta la solución preferida por el interesado.

b) …”
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4.4. El contenido de los posibles ajustes

La Ley 2/2025 no delimita un catálogo de ajustes a introducir para intentar 
que la persona trabajadora conserve el empleo. La LGDPD, por su parte, además 

35, sólo 
establece que los ajustes razonables deben “permitir a las personas con discapacidad 
acceder al empleo, tomar parte en el mismo o progresar profesionalmente”, y 

tengan una vida social plena y en igualdad de condiciones respecto del resto de 
ciudadanos. Lo cierto es que se está ante un concepto ilimitado, que abarca un 
abanico de posibilidades para cumplir con la obligación legal tan amplio como 
la diversidad humana. Y el art. 49.1.n ET encomienda al servicio de prevención 
determinar “de conformidad con lo establecido en la normativa aplicable y previa 
consulta con la representación (…), el alcance y las características de las medidas 
de ajuste, incluidas las relativas a la formación, información y vigilancia de la 

con la nueva situación”.
De esta manera, y dependiendo del tipo de discapacidad, de su grado y de 

cada situación particular, los ajustes razonables pueden consistir en un sinfín de 
medidas. A saber: como la realización de obras estructurales que hagan el lugar de 

adaptado, de equipos y programas informáticos adecuados a las nuevas capacidades 
del operario36, de terminales en braille, la introducción de cambios horarios que 

establecimiento de pautas periódicas de descanso, la dispensa del trabajo nocturno 

de ciertas tareas penosas o contraindicadas para el incapaz sobrevenido, una 

a tratamientos de rehabilitación o terapias, el establecimiento de una periodicidad 
más estrecha para la vigilancia de la salud laboral, la transición a un régimen de 

adecuada con el propósito de que adquiera las competencias necesarias para ocupar 

35 Art. 2.m LGDPD: “

discapacidad que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un 

garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las 
demás, de todos los derechos”.

36 Medidas típicas en este ámbito son las adaptaciones técnicas para evitar posibles 

medidas destinadas a acomodar las disminuciones de movilidad.
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otro puesto37. Todo ello asumiendo que los cambios introducidos podrían conllevar 
una merma retributiva, por la supresión de un plus (de penosidad, nocturnidad, 
peligrosidad, productividad, etc.), por la pérdida de categoría profesional o por la 
mera traslación a un puesto para el que el convenio colectivo aplicable disponga 
un salario menor. 

4.5. La exención de la obligación empresarial ante una carga excesiva

 Según el precepto aquí analizado, para determinar si la carga es excesiva 
se han de considerar “el coste de las medidas de adaptación en relación con el 

total de la empresa”. Asimismo, se tendrán también en cuenta las medidas, ayudas 
o subvenciones públicas que vengan a paliar la carga empresarial38. Como se 
aprecia, queda un amplio margen de discrecionalidad para el órgano decisor en 
caso de controversias, salvo para las que surjan en empresas que tengan menos de 

se considerará carga excesiva cuando supere a la mayor de las dos siguientes 
cuantías:

1. La indemnización que correspondería al trabajador por despido improcedente.
2. Seis meses de salario.

Así, la norma dispone dos maneras distintas de medir la carga excesiva. Una 
objetivada, para las empresas con menos de veinticinco empleados, y que dada la 

de las ocasiones. Y otra para las empresas de veinticinco empleados o más, que 
aunque será menos socorrida no deja de desprender un aroma de indeterminación 
que bien hubiera podido evitar el legislador acudiendo a una fórmula similar a la 
otra, empleando cuantías más elevadas de considerarlo conveniente. 

recursos, la situación económica y el volumen de negocios son realidades dispares 

37 Sobre el contenido de las posibles medidas de ajuste, léase a Rodríguez Sanz de Galdeano 
(2020, 67-74), quien llega a proponer como tal la suspensión del contrato por razones vinculadas a la 

Y para mayor abundamiento a Gutiérrez Colominas (2019).
38 Por ejemplo las subvenciones para la adaptación del puesto de trabajo, dotación de equipos 

de los trabajadores con discapacidad, previstos en el art. 12 RD 1451/1983, de 11 de mayo, por 
el que se regula el empleo selectivo y las medidas de fomento del empleo de los trabajadores 
minusválidos.
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grande o viceversa39. Además, nada se dice respecto de cómo medir en situaciones 
mercantiles complejas, como por ejemplo el grupo de empresas. Queda, pues, la 
duda de si tal medición debe realizarse para con el grupo empresarial entero o 

reubicaciones a aplicar son extensibles al resto de empresas que constituyen el 
grupo. Es cierto que ya existen criterios jurisprudenciales en otras materias, como 
el despido colectivo, que podrían extrapolarse y servir de referencia, pero en lo que 
aquí respecta se está pisando un terreno que tal vez requeriría de una protección 

para un colectivo como las personas con discapacidad40.

económicamente el impacto de las medidas de carácter organizativo (cambios 
de turno, movilidad funcional, reducción horaria, establecimiento de pautas de 
descanso…) que la adopción de los ajustes pueda traer, sobre todo en los casos en 
que se requieran cambios en la forma de producir. Del mismo modo habrían de ser 
tenidos en cuenta los costes derivados de la necesidad de explicar las medidas al 
resto de la plantilla, de elaborar un plan formativo o de realizar un seguimiento de 
la incidencia de estos ajustes en el entorno laboral41.

En otro orden de cosas, la empresa también puede verse exenta de acometer 
los ajustes razonables si no cuenta en su organigrama con “un puesto de trabajo 

situación de la persona trabajadora”. Y aquí se está ante un requisito acumulativo, 
en tanto en cuanto no basta con que sean viables las medidas de reubicación sino 
que además la empresa tiene que disponer de un puesto vacante que, tras pasar 

permanente. Por supuesto, tampoco cabe exigir a la empresa la creación de un 
puesto de trabajo ad hoc para salvar la realización laboral.

Así pues, tanto la desproporción en el coste económico de las medidas como 
la ausencia de un puesto vacante y acorde con las capacidades y los conocimientos 
del trabajador habilitarían al empresario para extinguir el contrato. Lo que tal vez 
pueda considerarse demasiado drástico, pues habiendo manifestado el operario 

ante futuribles vacantes que pudieran producirse. Ahora bien, nada impide a las 

39 En opinión de Cordero Gordillo (2011, 150), una cuestión tan importante como garantizar 
la igualdad de oportunidades de las personas discapacitadas no se debería dejar pendiente de 

justa y libre de discriminaciones.
40 López Cumbre (2025, 2-3).
41 Rodríguez Sanz de Galdeano (2020, 66).
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partes contratantes acordar una excedencia voluntaria para mantener la relación 
laboral en suspenso, a la expectativa de que algunos de los puestos susceptibles de 

4.6.  Consecuencias del cese discriminatorio

representando una carga excesiva para la empresa o no existe un puesto vacante 
y compatible, esta puede proceder a resolver el contrato de trabajo. El cese debe 
comunicarse por escrito, aportando relación pormenorizada de los motivos que 
impiden la continuación de la actividad laboral. A este punto, lo que no venga 

generaría indefensión a la persona trabajadora. 

Frente a la resolución del contrato, el trabajador afectado puede impugnar la 
decisión extintiva en la jurisdicción social mediante el procedimiento especial de 
extinción por causas objetivas contenido en los arts. 120-123 LRJS. La propia Ley 

y de tramitación preferente. Tramitación privilegiada esta que viene fundamentada 
por la posible vulneración del principio de igualdad y no discriminación por razón 
de discapacidad.

en cuenta que el art. 2 CIDPD considera discriminación por discapacidad la no 
realización de ajustes razonables, y que el art. 40 LGDPD dispone que las personas 

considerado discriminatorio, ergo nulo. En efecto, sea por una ausencia total de 
observancia de las medidas de ajuste o por la realización de una propuesta sesgada 

salarios de tramitación por el período transcurrido, así como hacer frente a una 

derecho fundamental42.

A tal efecto, y habida cuenta de que se trataría de una nulidad por discriminación, 
el incapacitado es quien ha de aportar un principio de prueba que razonablemente 
permita sostener que la empresa ha procedido movida por intereses ilícitos, 
lesionando derechos fundamentales reconocidos. Sólo en ese caso se invertiría la 

no venía motivada por la incapacidad del operario43.

42 Véase, por ejemplo, la reciente STSJ de Madrid nº 297/2025, de 7 de abril de 2025 
(ECLI:ES:TSJM:2025:5018). 

43 

probatoria propias de la modalidad procesal del despido, con lo que deberá ser la empresa la que 
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Por supuesto, la empresa además debe solicitar el alta del incapacitado en 
la Seguridad Social y depositar las cuotas con carácter retroactivo. Pero también 
a este respecto surge otra interrogante que el legislador no ha sabido prever. A 
saber: habiéndose percibido pensión de incapacidad permanente, ¿procede 

económico si estuvo cobrando la pensión? Tal vez haya de dársele un tratamiento 
a estas cuestiones similar al previsto en el art. 268.5.b LGSS para los casos de 
desempleo, y que con motivo de la readmisión del trabajador pase a considerarse 
indebida la pensión y el empresario deposite en el INSS las cantidades percibidas, 

si la opción tomada acaba siendo la reubicación en otro puesto compatible con 
la pensión de IPT, al trabajador sí se le habría generado un perjuicio económico, 
pues hubiera podido compaginar la prestación con el sueldo durante ese lapso de 
tiempo, y por ello no procedería descontar nada de los salarios de tramitación.

el acto discriminatorio y pagados los salarios de tramitación más la probable 

la persona trabajadora rechace las opciones de ajuste razonable ofertadas por la 
empresa. O que se acepte una de las posibles colocaciones y, más temprano que 
tarde, el trabajador acabe pidiendo la baja voluntaria para ser un pensionista de IPT 
común y corriente.

marco subjetivo, pues el derecho de solicitar ajustes razonables hubiera debido 
abarcar también lo contenido en el art. 52.a ET, esto es, los supuestos de ineptitud 
sobrevenida por limitaciones permanentes de tipo físico o intelectual. Como se 
sabe, una vez el trabajador ha sido declarado por el equipo médico del servicio de 
prevención como no apto, esta causa de extinción requiere que la empresa intente 
antes la readaptación del propio puesto o, descartada esta posibilidad, que explore 
medidas de reubicación en otro compatible con el nuevo estado de salud. 

continuar prestando los servicios pactados en contrato con motivo de una limitación 
funcional sobrevenida y previsiblemente permanente. Y en ambos casos se está 
ante trabajadores especialmente sensibles, si se atiende al tenor del art. 25.1 LPRL. 
Por fortuna, la jurisdicción social ha venido supliendo la ausencia de previsión 

demuestre la idoneidad de las medidas propuestas, la imposibilidad de implementarlas sin incurrir 
en carga excesiva o la inexistencia de vacante disponible y adecuada. 
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legal, y ha convertido en normal e ineludible la actuación empresarial en orden 
a intentar salvar estas relaciones laborales antes de practicar un despido objetivo 
que, como se sabe, sólo lleva aparejada una indemnización de veinte días de salario 

44.

Al hilo de lo anterior, y por cuanto viene a ensanchar el marco subjetivo de 
los ajustes razonables, hay que traer forzosamente a colación la sentencia del TJUE 
(caso )45. La referida resolución da la razón a una operadora de estación 
italiana que solicitó a su empresa que le asignaran permanentemente un horario 

categoría, con el propósito de poder atender mejor a su hijo con discapacidad y 

judiciales italianos, la Corte Suprema de Casación planteó, entre otras, la siguiente 
cuestión prejudicial: ¿Debe interpretarse el art. 5 Directiva 2000/78 en el sentido 
de que un empleador está obligado a realizar ajustes razonables respecto de un 
trabajador que, no teniendo discapacidad, debe atender permanentemente a un 

46.

 Así las cosas, cabe preguntarse si el ámbito aplicativo de los ajustes 
razonables puede ampliarse también a otros sujetos o supuestos para evitar otro 
tipo de discriminaciones, sean directas o indirectas. A ello da alas la Ley 15/2022, 

ajustes razonables (art. 6.1.a), en tanto que no expresa ningún tipo de exclusividad 
a propósito de este colectivo, siendo además una ley de vocación generalista. De 
ahí que no parezca disparatado teorizar sobre la posibilidad de que otras personas 
que, por sus características o circunstancias, pueden sufrir discriminación si se les 

remedio ya admitido en ciertos casos47. 

44 Véase, como muestra reciente, la STSJ del País Vasco nº 603/2024, de 5 de marzo de 

por ineptitud sobrevenida a una trabajadora que presentaba limitaciones psicofísicas duraderas e 
incompatibles con su puesto, por no haber antes valorado alguna medida para mantener el vínculo 
laboral. O la STSJ de Galicia 1601/2020, de 13 de mayo de 2020 (ECLI:ES:TSJGAL:2020:2034), 
en el mismo sentido y por los mismos motivos, habiendo quedado evidenciado además que existían 
distintas posibilidades para la persona despedida dentro de varias áreas de la empresa.

45 De 11 de septiembre de 2025 (ECLI:EU:C:2025:690).
46 Puede leerse comentario de la sentencia en Monereo Pérez (2025).
47 Cobreros Mendazona (2025, 126).
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5.  EL PAPEL DE LOS SERVICIOS DE PREVENCIÓN DE RIESGOS 
LABORALES A LA HORA DE ACOMETER LOS AJUSTES RAZO-
NABLES

“carga desproporcionada”, concluyendo que la medida de ajuste sería razonable si 

48. Sostenía 
además que resultaba crucial homogeneizar las interpretaciones de estos conceptos 
de manera nítida.

concretas de adaptación cabrían dentro de la etiqueta ajuste razonable, en aras de 
salvar la relación laboral de una persona que de forma sobrevenida ha perdido su 
capacidad para el trabajo. Y en este mar de incógnitas debe navegar el servicio de 
prevención de riesgos laborales cada vez que un trabajador es declarado incapaz 

 

Para ello sería necesario, ante todo, analizar el estado de salud y las cualidades 
de la persona trabajadora, y luego proceder al estudio de cuáles son las posibles 
medidas a proyectar o cuáles son los puestos de trabajo sobre los que operar. 
Recuérdese que el art. 15 LPRL, entre sus principios de la acción preventiva incluye 
el célebre “adaptar el trabajo a la persona”49, del cual se desprende la obligación 
empresarial de adecuar el puesto a las circunstancias físicas y personales de cada 
profesional.

Como se ha visto con anterioridad, la ley atribuye un protagonismo a los 
servicios de prevención que contrasta con su carácter auxiliar respecto de las 
obligaciones preventivas del empresario. Además hay que decir que su obligación 
de proyectar los ajustes razonables es de tracto sucesivo, es decir, que el equipo 
médico del servicio de prevención habrá de atender a la evolución de la persona 
trabajadora en el nuevo escenario laboral. Y ello es importante por dos aspectos: en 
primer lugar porque es altamente probable que no se pueda anticipar con seguridad 
si el incapacitado sobrevenido se adaptará al ajuste propuesto, por muy razonable 

48 Waddinton (2008).
49 Concretamente en su letra d: “Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que 

respecta a la concepción de los puestos de trabajo, así como a la elección de los equipos y los 
métodos de trabajo y de producción, con miras, en particular, a atenuar el trabajo monótono y 
repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud”.
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podría tener un comportamiento dinámico, a mejor o a peor, exigiendo nuevas 

LGDPD no viene acotado en el tiempo y que, conforme al tenor también del art. 
49.1.n ET, la persona afectada podría elevar peticiones en función de la evolución 
de sus limitaciones y su estado de salud.

El procedimiento a seguir por los servicios de prevención de riesgos laborales 
no viene determinado por ningún documento legal. No obstante, se ha podido saber 
que la forma de proyectar los ajustes razonables se parece mucho a la seguida para 
los casos de riesgo durante el embarazo y la lactancia natural (art. 26 LPRL).

En los supuestos de protección a la maternidad, una vez que la trabajadora 
tiene a bien comunicar su estado de embarazo, la empresa debe informar a su 

superior en prevención de riesgos laborales elabora un informe de riesgo durante 

su día a día laboral50, qué medidas de adaptación se van a aplicar con motivo del 
embarazo, y si existen en la empresa puestos de trabajo compatibles con dicho 

51. 
que debe de tener el visto bueno del equipo médico 

es la Mutua la que decide, tras reconocer a la trabajadora embarazada, a partir de 

trabajo. Si el servicio de prevención hubiese declarado, en formato aparte, que no 

50 Sin ánimo de exhaustividad: si hay manipulación manual de cargas, si hay bipedestación 
prolongada, si se deben subir escaleras, si existen posturas forzadas, exposición a ruido, a 
vibraciones, a calor, trabajo a turnos, trabajo nocturno…

51 Lo normal será que, con anterioridad a la obligación de elaborar ese informe, ya exista en 
la empresa una evaluación de riesgos que tenga en consideración las condiciones de cada puesto de 

además de una relación de puestos de trabajo exentos de riesgo. El propósito de su existencia previa 
sería que la adaptación o reubicación se realice de manera rápida, casi automática y sin esperas.

Para la realización de esta evaluación se debe atender al contenido previsto por el art. 4 del 
RD 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención. 
Asimismo resultan de obligada observancia los anexos VII y VIII de la misma norma, por cuanto 
establecen sendos listados: el primero de ellos con los agentes, procedimientos y condiciones de 

cuales “no podrá haber riesgo de exposición” bajo ningún concepto. 

embarazadas, en parto reciente o lactancia natural recogidas en la Directiva 92/85/CEE, así como 
las Notas Técnicas de Prevención elaboradas por el Instituto Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo.
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dispone de ningún puesto acorde con las cualidades y el estado biológico de la 
persona trabajadora, se procedería a la suspensión del contrato por riesgo durante el 
embarazo. Si por el contrario existiera algún puesto acorde y disponible, la Mutua 
decidirá además hasta qué fecha podría la embarazada continuar realizando esas 
funciones52. Llegada tal fecha, si no sobreviniera antes el parto, la relación laboral 
se suspende igualmente y la trabajadora pasa a percibir la prestación económica 
por riesgo durante el embarazo, consistente en una cuantía del 100 % de la base 
reguladora53.

Se podría decir, por tanto, que se está ante un procedimiento escalonado en 

Primero se procura la adaptación del puesto para que la trabajadora pueda seguir 
ocupándolo durante más tiempo. Se la exime de la manipulación manual de cargas, 

que se pueda sentar cada vez que lo necesite o, por ejemplo, se le permiten pautas 
periódicas de descanso. En segundo lugar, si llega el momento en que para la 
Mutua no debe continuar esa situación, se intenta reubicar a la trabajadora en otro 
puesto compatible con su estado54. Por último, si no existiera tal puesto o llegara 

la suspensión por riesgo durante el embarazo. Huelga decir que, para considerar 
imposible la reubicación, esta debe resultar técnica y objetivamente incompatible 
con las cualidades de la trabajadora o inexigible por razones de salud55. De igual 
manera se procede en la situación de riesgo durante la lactancia, solo que con el 
término del período suspensivo puesto en el cumplimiento de los nueve meses de 
edad del lactante. 

Se abre, por tanto, la protección del sistema sólo cuando el riesgo se ha 

la efectiva suspensión del contrato de trabajo está condicionada al cumplimiento 

52 Con independencia de las citadas obligaciones, las Mutuas fundamentan estas decisiones 
en lo previsto por la , 
elaborada por el INSS. Este instrumento contiene distintas tablas orientativas, realizadas por 

en la que se debe conceder la suspensión del contrato en función de las actividades desarrolladas 
por la trabajadora. Disponible en:  https://www.seg-social.es/wps/wcm/connect/wss/e91e61c5-
7559-4ce9-9440-a4bfe80e1df2/RIESGO+EMBARAZO_on-line.pdf?MOD=AJPERES&CVID.

53 Siendo esta base reguladora la base de cotización por contingencias comunes del mes 
anterior al hecho causante.

54 A diferencia de lo considerado para las situaciones de ajuste razonable, aquí sí se estaría 
ante una movilidad funcional (art. 39 ET), que habría de darse prioritariamente dentro del mismo 

categoría.
55 Sobre el tema puede leerse a López Insua (2025), a Marín Malo (2023) o a Ríos Mestre 

(2018).
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de una serie de pasos previos que han de acreditarse de forma fehaciente. De la 
misma manera, en materia de declaración de IPT, la extinción contractual estaría 
supeditada a la constatación de que previamente se haya intentado proceder a 

discapacidad.

Extrapolando este mecanismo a la materia en que se ocupa el presente 

ajustes razonables para intentar salvar su relación laboral, el servicio de prevención 
de riesgos laborales se pone manos a la obra con la misma secuencia escalonada. Lo 
primero que habrá de hacer es practicar un reconocimiento médico al incapacitado, 
para conocer con detalle las limitaciones funcionales de que adolece. Luego, 
con base en estas, estudiar la viabilidad de implementar medidas de ajuste en el 
propio puesto. Y de resultar lo anterior imposible, o de un costo desproporcionado, 
entonces pasar a proyectar todas las medidas de ajuste que, no rebasando la barrera 
de lo excesivo, pudieran aplicarse sobre los puestos de trabajo existentes en el 
organigrama de la empresa, que además estén vacantes y resulten acordes con la 
titulación o los conocimientos del operario. 

Con esta hoja de ruta, al trabajador deberían ofrecérsele inicialmente las 

o ineptitud sobrevenida, de haberlas. Si el profesional optara por alguna de ellas, 
se reactivaría la relación laboral y decaería el derecho al percibo de la pensión de 
incapacidad permanente por incompatibilidad. De no haberlas, o de ser expresamente 
rechazadas por la persona trabajadora, se pasaría a la fase de reubicación, y en ella 

el tamiz de todos los ajustes imaginables resulten viables. El objetivo durante su 
elaboración debería ser ofrecerle al trabajador el abanico más amplio posible de 
opciones y, una vez confeccionado, este deberá validarlo la Mutua antes de llegar 
al trabajador.

Llegado el momento, la persona trabajadora puede decidir ocupar uno de esos 

ese abanico de opciones por entender que en la empresa existen otras que no se le 
están ofreciendo y tampoco supondrían una carga excesiva. Dicho de otra manera: 
si el incapacitado reclamara como razonable una medida de adaptación horaria, no 

tendría la carga de probar que la medida de ajuste planteada por la parte trabajadora 
no resulta razonable, por suponer una carga excesiva económicamente o resultar 
contraindicada por motivos de salud.
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Cabe preguntarse, por último, cómo habría de actuarse en el supuesto de que, 
con posterioridad, los ajustes introducidos en el puesto de trabajo se revelaran como 

opinión de Cavas Martínez, parece obvio que esta situación sobrevenida quedaría 
ya fuera del tratamiento previsto en el art. 49.1.n ET, por lo que la mercantil 
debería intentar nuevamente la adaptación o reubicación y, de no resultar posible, 
le quedaría expedito el despido objetivo, con causa en lo previsto por el art. 52.a 
ET56

tope máximo en doce mensualidades. 

6. CONCLUSIONES

La reforma operada por la Ley 2/2025, aun obligada por el revés del TJUE, 
ha venido con algunos defectos que conviene subsanar, en buen medida por lo 
escueto y lo genérico de su redacción. Como se ha expresado a lo largo de estas 
páginas, adolece de una indeterminación absurda en conceptos que resultan 
fundamentales. En lo referente al concepto de ajustes razonables, se ha hecho 
una mera transcripción de lo ya aportado por otras normas y sigue sin ofrecerse 
un catálogo de medidas susceptibles de incluirse bajo esta etiqueta. En cuanto 
a qué debe considerarse carga excesiva, no se entiende por qué el legislador 
acude a parámetros economicistas tan difusos para las empresas con veinticinco 
trabajadores o más, en lugar de establecer un umbral igual de nítido que el previsto 
para aquellas que empleen a menos. Ello desprende un aroma de indeterminación 
que bien hubiera podido evitarse utilizando a una fórmula similar a la otra (la mayor 
de dos cantidades: seis meses de salario o la indemnización que correspondería por 
despido improcedente), poniendo cuantías más elevadas de considerarse oportuno. 
Se precisa por tanto apuntalar ambos conceptos, para que los operadores jurídicos 
sepan qué hacer y para reducir litigiosidad en una cuestión tan sensible como el 
empleo de las personas discapacitadas. Ello además le allanaría el camino a los 

expediciones. 
Más allá de lo anterior, desde aquí se considera que la ausencia de un puesto 

de trabajo vacante y disponible en el momento de producirse la incapacidad 
sobrevenida no debería acarrear directamente la extinción del contrato. No se 
encuentran impedimentos para que las partes acuerden la prolongación de la 
situación suspensiva mediante una excedencia voluntaria, concediéndose así al 
trabajador al menos un derecho preferente para la reincorporación durante los 

En lo atinente a mantener en el precepto los grados de IPA y de GI, como 
causa de extinción supeditada a la inviabilidad de ajustes razonables, desde aquí 

56 Cavas Martínez (2025, 10).
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se considera un cabo suelto que pronto tendrá que cortar el legislador, cuando 

empresas con la obligación de acometer medidas de ajuste en los supuestos de 
declaración de estos grados de incapacidad permanente, especialmente en los casos 
de GI, en los que la persona trabajadora no sólo habrá perdido su capacidad para 
desarrollar toda actividad sino que, además, requerirá del concurso de otra persona 
para realizar las acciones más elementales y cotidianas de la vida, como asearse, 
vestirse o alimentarse. Huelga decir que, ante estas situaciones tan penosas, las más 

fácilmente acreditar la mayoría de veces. Tal vez sí podría salvarse el contrato en 

expresase su voluntad de continuar. 
En otro orden de cosas, el ámbito de aplicación de los ajustes razonables 

reconocimiento médico, así como a los familiares o cuidadores de los que dependa 

bastante zanjado tanto por la jurisprudencia como por las distintas previsiones 
legales de la LPRL aludidas en estas páginas. Y es que ambas potenciales causas de 

comparten el mismo fundamento: la imposibilidad de continuar prestando los 
servicios pactados en contrato con motivo de una limitación funcional sobrevenida 
y previsiblemente permanente. 

En lo referente a la persona trabajadora y cuidadora de un discapacitado, la 
reciente STJUE de 11 de abril de 2025 (caso Bervidi) lo ha dejado meridianamente 
claro: el empresario está obligado a realizar ajustes razonables sobre la relación 
laboral del familiar y/o cuidador de una persona con discapacidad para que pueda 
atender de la mejor manera posible a este, pues lo contrario conculcaría el principio 
de igualdad de trato y representaría una discriminación indirecta. De este modo, el 
Derecho social comunitario brinda a las personas con discapacidad una protección 
integral que abarca tanto al propio discapacitado como a su cuidador. Así ha de ser, 
pues mediante esta protección amplia se contribuye decisivamente a garantizar la 

cabo una remodelación que introduzca esta ampliación, en virtud del principio de 

cualquier vulneración del principio de igualdad.
Por último, la obligación de proyectar ajustes razonables es ejercitada por 

los servicios de prevención de riesgos laborales de manera escalonada, mediante 
procedimiento que se asemeja al previsto para los supuestos de riesgo durante 
el embarazo y la lactancia natural (art. 26 LPRL). Se trata de una actuación 
jerarquizada en tres niveles. Tras reconocer al trabajador con el propósito de 
adquirir conocimiento preciso de sus limitaciones funcionales, lo primero que se 
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hace es procurar medidas de adaptación para que este pueda continuar ocupando 
su actividad originaria. En caso de que ello se revele imposible o excesivamente 

segundo nivel de actuación, consistente en analizar la viabilidad de todo tipo de 
ajustes en los puestos de trabajo que la empresa tenga vacantes y resulten adecuados. 
De resultar también esto inviable, o excesivo o rechazado por el trabajador en cada 
una de las opciones ofertadas, el tercer estadio sería proceder a la extinción del 
contrato de trabajo.

Si el profesional se quedara con alguna de las adaptaciones ofrecidas sobre 

decaería, por resultar incompatible con el ejercicio de la profesión habitual. Si 
acabara optando por alguno de los puestos incluidos en la lista de posibles 
reubicaciones, el efecto sobre la relación de trabajo sería el mismo, siendo ello 
además compatible con el percibo de la pensión de IPT. Por supuesto, la persona 
trabajadora podría rechazar todas las alternativas ofertadas y pasar a ser simple y 
llanamente un pensionista de incapacidad permanente. E incluso cabría otra vía 
de actuación: impugnar ese abanico de opciones por considerar que en la empresa 
existen otras que no se le están ofreciendo y tampoco supondrían una carga 
desproporcionada. 
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